Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 11 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Nota del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, de fecha 7 de 
agosto de 2013, por la que se remite propuesta de anteproyecto de ley relacionado con la colegiación 
de los profesionales marítimos. Asimismo solicita audiencia a los efectos de exponer ante la Comisión 
sobre el tema. 


Carpeta N* 1290/2013. Código General del Proceso. Se modifica el inciso final del artículo N* 
380.8, en redacción dada por la Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013. Proyecto de ley con exposición 
de motivos presentado por el señor Senador José Amorín (Distribuido N* 2282/2013)”. Esto tiene que 
ver con las excepciones a la aplicabilidad del embargo. 


“Nota de la Presidencia del Senado, de fecha 13 de agosto de 2013, por la que se remite 
copia de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Senador Luis Alberto Lacalle, 
en sesión del Senado de fecha 6 de agosto de 2013, relacionadas con los sucesos delictivos ocurridos 
en el país en los últimos días y la baja de la edad de imputabilidad”. 


-Antes de comenzar el tratamiento de la reforma del Código del Proceso Penal me gustaría 
saber en qué está la Subcomisión relativa al régimen de fortalecimiento de la transparencia pública. 


SEÑOR PASQUET.- Hace mucho tiempo mantuvimos una reunión donde se deliberó y se plantearon 
algunas preguntas. Recuerdo que el último día me retiré antes de que terminara la sesión y 
desconozco de qué manera se acordó continuar. Ocurre que el Presidente de la Subcomisión está de 
viaje en el Congo, por lo que retomaremos los trabajos a su regreso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se tiene alguna estimación acerca de cuántas sesiones más tendría que 
celebrar la Subcomisión? 


SEÑOR PASQUET.- Las estimaciones siempre son muy relativas porque en cualquier momento puede 
generarse una discusión o tomarse la decisión de buscar mayores antecedentes; de cualquier modo, 
en principio, no creo que vaya a demorar mucho porque no había demasiados puntos en el litigio. La 
cuestión radicaba en qué información se iba a estampar en el sobre que contuviera las declaraciones 
juradas. Frente a la posibilidad de que hubiera alguna declaración más o menos explícita, algunos 
integrantes de esta Subcomisión propusieron dar todo a publicidad, evitar la selección de datos; se 
quedó entonces en el criterio de publicar todo. 


Estos eran los temas que estábamos discutiendo y no creo que den para debatir mucho 
tiempo más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay otros dos proyectos de ley a estudio de esta Comisión que también 
tienen que ver con el de reforma del Código del Proceso Penal. Uno de ellos caratulado como Ley 
Orgánica de la Fiscalía Nacional. Concretamente, se crea como Servicio Descentralizado en 
sustitución de la Unidad Ejecutora 019, Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación del 
Inciso 11 del Ministerio de Educación y Cultura. Esta iniciativa ha sido remitida por el Poder Ejecutivo y 
esta es la primera Cámara que la tratará. 


La pregunta que le formulé al señor Senador Pasquet, en realidad, iba dirigida a saber si se 
podría formar una Subcomisión que al menos comenzara a trabajar con este proyecto de ley y viera 


sus lineamientos generales. Pido entonces a la Secretaría que vea cuáles son los artículos o materias 
que tienen directa relación con el proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal. 


Adelanto que esta Comisión va a seguir sesionando durante el tratamiento de la Rendición 
de Cuentas. 


El otro proyecto de ley que se relaciona con el que tenemos actualmente a consideración es 
el del Código de Responsabilidad Infraccional de Adolescentes. En el mismo sentido solicito a la 
Secretaría que analice cuáles son los artículos que tienen que ver con el de reforma del Código del 
Proceso Penal, no sea cosa que luego de aprobado tengamos que modificarlo en función de esta 
nueva iniciativa. 


En definitiva, esperaríamos a que la Subcomisión que está trabajando a propósito en el 
régimen de fortalecimiento de la transparencia pública culminara su labor. Si no estoy equivocada, la 
mayor parte de los miembros de esta Comisión están integrados a la Subcomisión: los Senadores Nin 
Novoa, Pasquet, Michelini y Rosadilla. 


SEÑOR PASQUET.- El señor Senador Rosadilla también está en el Congo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Efectivamente, algunos miembros de esta Comisión están en el Congo, 
sospecho que no dedicados a los procesos penales. 


Diría de comenzar hoy con el tratamiento del proyecto de ley de reforma del Código del 
Proceso Penal. Supongo que la Secretaría habrá preparado un material con aquellos artículos sobre 
los que se han sugerido modificaciones, incluso, por los propios redactores de esta iniciativa. 


La Comisión Redactora de la reforma del Código del Proceso Penal plantea observaciones a 
los artículos 294 literal b), 299.2, 300 y 303; el Instituto de Derecho Penal, a los artículos 22, 88, 152, 
224, 248 y 275; y, por último, el Fiscal de Corte formula objeciones a los artículos 81, 100, 101, 123, 
142, 227, 229, 272, 275, 276, 291, 298, 369 y 370. 


Quiere decir que tenemos tres tipos de modificaciones, las sugeridas por la Comisión 
Redactora, por el Instituto de Derecho Penal y por el Fiscal de Corte, más allá de las que nosotros 
introduzcamos. Pienso que podríamos comenzar a tratar hasta el artículo 22, donde aparecen las 
primeras observaciones, pero el señor Senador Pasquet me comentó que entendía que habíamos 
analizado hasta el artículo 41. 


SEÑOR PASQUET.- Tengo el recuerdo de que hace ya varios meses, cuando comenzamos a 
considerar este proyecto de ley, habíamos dado lectura a distintos artículos y llegado hasta allí, pero 
no sé si eso está corroborado por las actas de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, podemos comenzar dando lectura a los artículos, sin votarlos a 
los efectos de ver sobre cuáles hay acuerdo y los que no lo tengan podríamos desglosarlos, de 
manera de dejar negro sobre blanco y así darles un tratamiento y una votación más ágiles. 


(Apoyados.) 


Léase el artículo 1%, contenido en el Libro |, Disposiciones Generales; Título I, Los Principios 
Básicos y régimen de la Norma Procesal Penal; Capítulo |, Principios Básicos. 


(Se lee:) 


“Artículo 1*- (Debido proceso legal).- No se aplicarán penas ni medidas de seguridad sino en 
cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, emanada de tribunal competente en virtud de un proceso 
tramitado legalmente”. 


-En consideración. 


SEÑOR CLAVIJO.- Si hay acuerdo con estos artículos, propongo que se vayan votando a los efectos 
de poder avanzar y, al mismo tiempo, se pueden ir desglosando aquellos en los que exista diferente 
posición. 


SEÑOR PASQUET.- No comparto la propuesta porque la delicadeza del asunto requiere que primero 
leamos los artículos y luego veamos si surgen observaciones o propuestas de modificación de 
redacción -tengo algunas para formular- para después hacer circular las observaciones de cada uno, 
que desde ya adelanto nosotros traeremos por escrito. Así, finalmente, cuando se haya pasado el 
peine -como se dice en la Comisión de Presupuesto- a todo el articulado, tendremos una visión inicial 
de lo que podemos votar en bloque, qué hay que desglosar, etcétera. Es más o menos así que se vota 
el Presupuesto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay acuerdo para trabajar de esa manera. 


SEÑOR CLAVIJO.- Desisto de mi propuesta. Estoy de acuerdo con lo que acaba de plantear el señor 
Senador Pasquet. 


Si nadie tiene observaciones sobre el artículo1*, pasamos al artículo 2*. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*- (Juez natural).- Los tribunales serán imparciales e independientes y estarán 
instituidos por la ley, de acuerdo con la Constitución de la República. Sus titulares serán designados 
conforme a normas generales y objetivas, ajenas al caso concreto”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- No me satisface la parte final de la redacción: “ajenas al caso concreto”. Si la 
norma es totalmente ajena al caso que hay que juzgar, obviamente no sería aplicable. Creo que lo que 
se está buscando decir es “normas que no se hayan dictado para el caso concreto”, o sea, normas que 
hayan entrado en vigencia con anterioridad a la configuración del caso concreto. En definitiva, es un 
tema de redacción. Por tanto, me comprometo a proponer una redacción distinta para el artículo 2*. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que la idea de la modificación de la última frase es establecer algo 
así como: “Sus titulares serán designados conforme a normas generales y objetivas dictadas con 
anterioridad”. Pregunto al Senador Pasquet si habría una referencia de tiempo. 


SEÑOR PASQUET.- Tiempo es lo que preciso yo para proponer una redacción alternativa. 
(Hilaridad.) 


Pero el concepto es que no se trata de desvincular la norma con el caso porque, entonces, 
sería inaplicable; se trata de decir que la norma entra en vigencia antes. Eso garantiza que sea 
independiente de la configuración del caso concreto. Así, por lo menos, lo razono yo y me gustaría 
proponer una alternativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se buscaría una redacción en donde la palabra “ajenas” fuese 
sustituida por un vocablo más preciso que indique que no es que estas normas sean ajenas al caso 
concreto, sino que fueran establecidas con anterioridad al tratamiento de los casos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Como una cuestión de método, comparto el que se ha establecido 
porque me parece que la seriedad del tema lo amerita. Creo que va a haber coincidencia en buena 
parte de los artículos y en otros podemos tener alguna diferencia -en lo personal las tengo- con la 
solución de algunos temas, que es algo que tendremos que conversarlo aquí. 


Entiendo -también como método a emplear en el estudio de este tema- que en aquellos 
artículos en los que tengamos diferencias de redacción o sugerencias de propuestas, cuando refieran a 
cuestiones técnicas, dada la importancia del caso, quizás sería conveniente que fueran trabajadas 
previamente, no digo en una especie de subcomisión, pero sí que se consulte a los miembros de la 
Comisión con antelación a efectos de ver si podemos acordar fórmulas de consenso dado que son 
aspectos que revisten exclusivamente carácter técnico. 


En este caso del artículo 22 comparto la filosofía y la preocupación del señor Senador 
Pasquet, pero me parece que en el fondo está diciendo que no se puede designar un tribunal para un 
caso puntual, sino que deben ser normas objetivas y generales. En ese procedimiento de designación 
puede ser redundante incluir “ajenas al caso concreto”, pero se quiere marcar que no se puede 
nombrar un Juez en forma predeterminada para juzgar un caso puntual. Por ejemplo, si existe un litigio 
entre dos empresas no se puede nombrar un Juez, ni siquiera por ley, para ese caso concreto. En ese 
sentido interpreto la norma y no me parece mal que lo diga el Código. Quizás sea redundante incluso 
con principios constitucionales referentes al tema, pero si ponemos la lupa en muchas disposiciones 
nos daremos cuenta de que, desde el punto de vista técnico, nos pondremos de acuerdo en la 
Comisión. 


Por eso, reitero, propongo, no una subcomisión institucionalizada sino como un método a 
seguir tratar de conversar entre las bancadas previamente sobre aquellos artículos que dejemos, 
digamos, entre paréntesis a efectos de ver si podemos acordar fórmulas técnicas de redacción que 
solucionen la discusión en Comisión y faciliten el tratamiento del tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recogiendo la sugerencia del señor Senador, propongo que la Secretaría de 
la Comisión haga un resumen de los artículos en los que habría acuerdo y de aquellos en los que se 
requeriría una redacción alternativa y que, como ha sucedido en otros casos, pueden hacerla uno, dos, 
tres o, en fin, todos los señores Senadores. 


De modo que el artículo 2% queda a la espera de una mejor redacción, habiendo acuerdo 
sobre su sustancia. 


Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3”- (Reconocimiento de la dignidad humana).- Toda persona, cualquiera sea su 
posición en el proceso y en particular aquella a quien se atribuya un delito, debe ser tratada con el 
respeto debido a la dignidad del ser humano”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo 4*. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 4”- (Tratamiento como inocente).- Ninguna persona a quien se atribuya un delito 
debe ser tratada como culpable, mientras no se establezca su responsabilidad por sentencia 
ejecutoriada”. 


-En consideración. 


Si no hay observaciones y se está de acuerdo con su contenido y filosofía, pasamos al 
siguiente. 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*- (Prohibición del “bis in ídem').- Ninguna persona puede ser investigada más de 
una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso en el país o fuera de él, aunque 
se modifique la calificación jurídica o se afirmen nuevas circunstancias, toda vez que haya recaído 
sentencia ejecutoriada. 


Se exceptúan los casos en que el proceso haya concluido por falta de presupuestos 
procesales o defectos de procedimiento”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo 6”. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 6*- (Oficialidad).- El ejercicio de la acción penal es público y corresponde su 
promoción al Ministerio Público, salvo las excepciones establecidas por la ley”. 


-En consideración. 


En este caso quiero señalar que si el Ministerio Público se transforma en nombre o sufre 
alguna transformación como resultado de la ley de reforma, debemos prever modificarlo. 


SEÑOR PASQUET.- Voy a hacer una propuesta de redacción distinta, que creo mejoraría el texto: “La 
acción penal es pública y su promoción y ejercicio corresponden al Ministerio Público, salvo las 
excepciones establecidas por la ley”. Lo dejo propuesto para cuando volvamos a considerar este 
proyecto de ley y eventualmente lo votemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, la redacción propuesta sería: “La acción penal es pública y su 
promoción y ejercicio corresponden al Ministerio Público, salvo las excepciones establecidas por la 
ley”. O sea que el sujeto pasaría a ser la acción penal, mientras que en la versión anterior el sujeto era 
el ejercicio de la acción penal. Esta es la modificación sugerida por el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- El concepto es el mismo, pero me parece que así queda mejor redactado el 
artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, este artículo se desglosa con estas dos consideraciones: la del 
Ministerio Público y la propuesta sugerida por el señor Senador Pasquet. 


Léase el artículo 7*. 


(Se lee:) 


“Artículo- 7% (Defensa técnica).- La Defensa técnica constituye una garantía del debido 
proceso y por ende, un derecho inviolable de la persona. 


El imputado tiene derecho a ser asistido por Defensor Letrado desde el inicio de la indagatoria 
preliminar”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Voy a hacer una consideración, no una propuesta; no voy a sugerir 
una redacción alternativa por el momento, pero sí quiero reflexionar sobre el tema de la defensa. 


Me parece un avance importantísimo que exista el derecho del imputado a ser asistido por el 
Defensor Letrado desde el inicio de la indagatoria preliminar. Este tema fue siempre, si se quiere, una 
obsesión porque una cosa es que una persona tenga derecho y otra que desde el punto de vista 
jurídico pueda ejercerse o no. Creo que es una obligación, un derecho deber. Uno puede renunciar a la 
defensa, pero este es un tema más filosófico que nos puede llevar horas en el intercambio de ideas, 
sobre todo con los colegas Senadores que son abogados con formación en ciencia política. ¿Es un 
derecho renunciable o no renunciable? Después habría que ver si ese derecho se puede ejercer por la 
misma persona o necesita siempre de la defensa letrada; y si la persona es abogada, con qué alcance. 
Son todas discusiones que habrá que dar más adelante. 


Aclaro que me estoy refiriendo al inciso segundo del artículo 7”. Tiene derechos y no se 
pueden coartar; pero también, de alguna manera, tiene el deber de hacerlo y es un deber del Estado 
proporcionarle la accesibilidad a esa defensa. Es un principio. 


Es simplemente una reflexión, reitero que no estoy proponiendo nada alternativo por el 
momento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Sección ll del Capítulo l!l, desde el artículo 73 hasta el 81, refiere a los 
derechos y deberes del defensor. No sé a qué se refería específicamente el señor Senador López 
Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Era una reflexión general para tener presente cuando aprobemos 
este artículo que quizá se podría pensar en alguna fórmula de redacción que permita dejar en claro, en 
forma expresa, que ese derecho es irrenunciable al punto tal que si el imputado no lo ejerce por sí 
mismo, el Estado le debe proporcionar su defensor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el artículo 73.2, la idea de derecho y deber en conjunto se aplica a la 
figura del abogado que acepta el cargo. 


SEÑOR PASQUET.- Estamos en los primeros artículos en los que se consagran los principios básicos 
en esta materia. Lo que se está diciendo acá es que todo imputado y aun indagado tiene derecho a 
contar con un Defensor Letrado, con una defensa técnica. Es el titular, el concepto general. Esto 
después se regula en el capítulo correspondiente y seguramente allí podremos discutir cuestiones 
como las que plantea el señor Senador López Goldaracena. Me parece que no tendría sentido 
empantanarnos con este tema -tampoco fue la intención del señor Senador López Goldaracena- 
porque aquí se establece un gran principio general con el que creo estamos todos de acuerdo: el 
imputado, aún el indagado, tiene derecho a la asistencia letrada. Ahora bien, cómo se ejerce ese 
derecho, en qué circunstancia y demás lo podremos discutir más adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En principio el artículo quedaría redactado tal como está, haciendo 
referencia al derecho inviolable; no menciona el derecho irrenunciable, que creo es otro concepto. El 
que prima en este artículo es el del derecho inviolable. Si el señor Senador López Goldaracena 
quisiera traer alguna redacción que aludiera a la irrenunciabilidad o quisiera robustecer el concepto de 
la inviolabilidad de este derecho con algún otro adjetivo que tenga densidad jurídica, quedaríamos a la 
espera de ese texto. 


Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8% (Finalidad y medios).- El proceso tiene como finalidad el juzgamiento del caso 
concreto, con todas las garantías del debido proceso, conforme lo dispuesto en la Constitución de la 
República, los Tratados Internacionales y las disposiciones de este Código”. 


-En consideración. 

Creo que está muy bien que estén mencionados los tratados internacionales. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo siguiente. 

Léase el artículo 9. 
(Se lee:) 


“Artículo 9* (Publicidad y contradicción).- El proceso penal será público y contradictorio en 
todas sus etapas, con las limitaciones que se establecen en este Código. 


Rige en este proceso el principio acusatorio. En aplicación de dicho principio, no se podrán 
iniciar actividades procesales, imponer prisión preventiva o medidas limitativas de la libertad 
ambulatoria, condenar o imponer medidas de seguridad, si no media petición del Ministerio Público”. 


-En consideración. 
Posiblemente, es el artículo más importante que hemos leído hasta ahora. 
SEÑOR PASQUET.- Es el principio cardinal de la reforma; estamos hablando del principio acusatorio. 


Sobre el contenido de este artículo no tengo ninguna observación. En cuanto a la redacción, 
señalo que en el inciso segundo en lugar de decirse “no se podrán iniciar”, debería establecerse “no se 
podrá iniciar”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy totalmente de acuerdo con el principio acusatorio. Para ser 
preciso y no empantanar la discusión, dejaría el artículo tal como está redactado. Cuando empecemos 
a analizar en detalle la acción penal, vamos a tener que discutir, indudablemente, cuestiones técnicas e 
incluso políticas o filosóficas respecto a la aplicación del proceso penal y de estos principios. En ese 
sentido, quizás pueda merecer algún cambio la redacción de este artículo. 


Adelanto -no para que lo discutamos ahora- que a lo largo del proceso penal, tal cual está 
proyectado esto, la función de los Jueces se limita exclusivamente a juzgar y en materia probatoria, 
incluso, está sumamente limitada su capacidad propositiva. Quizás tengamos una diferencia de matiz 
respecto a cómo está restringida la acción del Juez para contrapesar lo que es el poder que de alguna 
manera se les da a los fiscales. 


Cuando en la sesión pasada de la Comisión recibimos al Fiscal de Corte, comencé a 
profundizar esta línea de razonamiento para proponer y llegado el caso discutir -aclaro que no tengo 
ninguna propuesta concreta y estoy abierto a que este tema se construya trabajando juntos- el 
aumento de algunas potestades de los Jueces para contraponer, precisamente, ese poder de la 
Fiscalía. Me parece que el momento de discutir sobre esto no es ahora, al considerar este artículo 8*. 
Repito que no es el momento de hacerlo; no estoy proponiendo ir a otro sistema ni entrar ahora a 
discutir sobre la filosofía del Código, con la que estamos absolutamente de acuerdo y recalco además 


que me parece un excelente trabajo el realizado por la Comisión redactora. Pero sí digo que quizás en 
ese intercambio que podamos tener surjan algunas atribuciones que se le podrían dar al Juez en el 
curso del proceso que, aún sin mediar petición del fiscal -repito que hablo del curso del proceso y no 
del principio-, le permita adoptar algún tipo de medida. Para ello quizás haya que hacer algún tipo de 
ajuste. 


Dejo esto planteado no para discutirlo ahora, repito, porque nos enzarzaríamos en una 
discusión de fondo cuando todavía no está planteado en el texto. 


Quería señalar esto para que constara en la versión taquigráfica que si llegáramos a hacer 
modificaciones al rol de los Jueces -quizás las hagamos-, dándole un poquito más de amplitud en 
relación a la adopción de medidas, tendríamos que modificar algo del inciso segundo de este artículo, 
más allá de que estamos de acuerdo con que tal como está es absolutamente coherente con el resto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia entiende que con respecto al inciso primero sobre la 
publicidad del proceso y la contradictoriedad en todas sus etapas no hay mayores sugerencias y 
tampoco en cuanto a que rija en este proceso el principio acusatorio. Si entendí bien -esto es, para un 
lego en la materia-, el señor Senador López Goldaracena plantea que hemos pasado de tener toda la 
carga en el Juez a tener toda la carga en los fiscales y que quizás debiera contemplarse alguna 
circunstancia en la que el Juez pudiera tener alguna participación, sobre todo previendo que la Fiscalía 
no lo haga. Es decir, dar un poco de aire al sistema y otorgar algún tipo de atribución a estos Jueces 
que han perdido tantas, para que pudieran participar en alguna etapa del proceso. Según entiende la 
Presidencia, esto es a lo que se refiere cuando habla del inciso segundo del artículo. 


SEÑOR DA ROSA.- Este es un tema que de alguna manera se planteó cuando estuvo presente el 
Fiscal de Corte, doctor Jorge Díaz. Creo que es muy importante el aporte que él realizó, porque no 
solo hoy cumple una función como máximo jerarca del Ministerio Público, sino que además tiene una 
experiencia de muchos años como Juez Penal. 


La duda que planteé en esa oportunidad -que me sigo planteando- es la siguiente: si vamos 
a un régimen donde de cuajo cortamos con los rasgos del sistema inquisitivo que hoy tenemos para 
pasar a otro neta y totalmente acusatorio, o si mantenemos algunas características propias del sistema 
inquisitivo, por ejemplo, reservando algún rol relevante para el Juez dentro de la instrumentación del 
proceso, no en la sentencia final en la que ya sabemos cumple un papel exclusivo. Probablemente, 
entonces, cuando ingresemos al análisis del rol del Juez y el del Ministerio Público tendremos que 
discutir al respecto. Cuando lleguemos a esos temas -no lo planteo para considerarlos ahora- me 
parece que será muy importante recibir algunos Jueces de larga experiencia en materia penal, porque 
entiendo que es importante el aporte que pueden hacer, ya que la voz de la experiencia cuenta mucho 
y sobre todo de parte de quienes han ejercido juzgando en materia penal. Estoy pensando, por 
ejemplo, en el doctor Milton Cairoli, que es un Juez que tiene toda una trayectoria en materia penal. 
Repito que ese es un tema que vamos a discutir en profundidad cuando hablemos sobre el rol del 
Ministerio Público y del Juez dentro del nuevo sistema. 


SEÑOR PASQUET.- Con frecuencia estas cuestiones nos colocan frente a la tentación de anticipar 
discusiones que van a tener lugar después; en realidad, es muy difícil resistirse a esa tentación. El 
señor Senador Da Rosa señalaba recién que cuando discutamos algunas cuestiones sobre los poderes 
del Juez, sobre todo en materia probatoria, sería útil consultar a magistrados de larga experiencia. En 
principio, uno se inclina a coincidir con él, pero hay que tener presente -lo quiero decir desde ya- que 
acá se trata de cambiar el paradigma del proceso penal y esto implica un cambio en la cultura jurídica 
arraigada desde los tiempos de la colonia. Entonces, si consultamos a magistrados que han hecho su 
trayectoria y han formado su manera de razonar en el paradigma hasta hoy vigente, que es el del 
proceso inquisitivo, naturalmente se van a inclinar a proponer soluciones afines al sistema en que 
hemos coincidido es necesario reformar. Estas personas siempre nos van a tratar de convencer de 
mantener la situación vigente; tengamos presente esto para no errar el camino cuando tengamos que 
elegir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo diría que con relación al artículo 9” está planteada la duda respecto a la 
participación del Juez en alguna parte del proceso. Creo que sí podemos escuchar a los Jueces, sobre 


todo más allá de su posición valorativa sobre esto, para indicarnos los callejones sin salida en los que 
nos encontraríamos si aplicáramos a rajatabla esto. La idea es ver si es posible anticipar efectos 
indeseados de la aplicación plena del segundo inciso del artículo 9% y después decidir. Lo dejo 
planteado, pero como luego vamos a tener que llamar en audiencia a algunas instituciones o personas 
para tratar aquellos artículos que nos parecen problemáticos, creo que quizás sería conveniente dejar 
este caso señalado. 


Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 10- (Duración razonable).- Toda persona tiene derecho a ser juzgada en un plazo 
razonable, según se dispone en este Código. En su mérito, el tribunal adoptará las medidas necesarias 
para lograr la más pronta y eficiente administración de la Justicia, así como la mayor economía en la 
realización del proceso”. 


Me gustaría consultar a los miembros de la Comisión, sobre todo, a quienes participaron de 
la Comisión Redactora, acerca de qué se entiende por “razonable”, tal como se menciona en el artículo 
que se acaba de leer. 


SEÑOR PASQUET.- Se trata de uno de esos conceptos válvula que se dejan abiertos y no se definen; 
es como decir que deberá procederse de buena fe o hacer mención al buen padre de familia, etcétera. 
Se trata de conceptos abiertos y, en este caso, lo que se quiere decir es que no puede haber una 
duración indefinida y que, llegado el caso, el tribunal podrá hacer un juicio de razonabilidad sobre la 
duración de un proceso determinado para disponer, por ejemplo, cuando corresponda, la liberación 
provisional del encausado. Creo que la definición está bien así y no hay por qué ir más allá. Podríamos, 
por supuesto, decir -como se establece en algunas legislaciones del mundo- que si el proceso no 
concluyó en tanto tiempo se clausura y el imputado queda en libertad. Pero me parece que en este 
país sería muy complicado hacer eso, porque las consecuencias pueden ser muy serias. Por esa 
razón, se establece un criterio de este tipo, abierto, de razonabilidad, que es lo que podemos aceptar 
sin generar grandes complicaciones. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me parece importante precisar este aspecto, incluso, para que 
quede constancia en la versión taquigráfica. Se trata de una disposición importante con la que estamos 
absolutamente de acuerdo. 


Actualmente, el plazo de razonabilidad está amparado en el proceso penal por los convenios 
internacionales y por la jurisprudencia de tribunales internacionales en relación a derechos humanos y 
que han contenido, en algunos casos, dictámenes referidos a nuestro país cuando se han presentado 
peticiones ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, entendiéndose que en un entorno 
superior a dos años estaríamos en un espacio de irrazonabilidad. Quiere decir que avanzar en la 
legislación estableciendo esta disposición es muy importante, pero quiero hacer una precisión. Muchas 
veces, los indagados recurren a este principio para demorar el procedimiento; no es por inoperancia de 
los tribunales, sino que en el sistema actual -que es perverso y por ello es necesario modificar el 
Código del Proceso Penal- la persona procesada, por ejemplo, recurre a una serie de mecanismos. 
Reitero que esto lo hace en su legítimo derecho de defensa y por inoperancia del sistema judicial, 
sobre todo en materia de diligenciamiento de prueba, la realidad determina que los plazos se vayan 
alargando y llega un momento en que el plazo de razonabilidad vence todo lo razonable. El propio 
indagado -no voy a dar nombres- luego se presenta ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos a decir que se vencieron los plazos razonables y se vulnera su derecho. Esto es algo muy 
importante, sobre todo porque al incorporar también los tratados internacionales como un principio de 
aplicación para las normas de proceso penal, habrá que aplicarlo con dichas pautas. 


De todas formas, hay un tema sobre el que quisiera plantear una reflexión. Se dice que “Toda 
persona tiene derecho a ser juzgada en un plazo razonable”, pero además de esto, ¿la persona tiene 
derecho a ser investigada en un plazo razonable? 


El Juez, que es lo mismo que decir el tribunal de acuerdo con la redacción de este artículo 
10, adoptará las medidas necesarias “para lograr la más pronta y eficiente administración de la 
Justicia” ¿Lo hará a su iniciativa propia? Sí, porque no requiere intervención del Ministerio Público. ¿Y 
cómo puede el Juez aplicar rápidas medidas -necesarias y por razones de economía procesal-, por 
ejemplo en materia probatoria, si no articulamos sus poderes cuando lleguemos al capítulo respectivo? 
Repito que no estoy cuestionando el artículo, sino que me estoy adelantando; quizá me estoy yendo de 
la pauta que se planteó acerca de no anticipar el debate. Sin embargo, lo quiero señalar para que se 
tenga en cuenta en la reflexión posterior. 


Estamos de acuerdo con este artículo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- En definitiva, mantenemos el nomen juris “Duración razonable”. 
Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11- (Gratuidad).- El proceso penal será gratuito en cuanto al servicio social que se le 
presta al Estado”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- El final de la disposición que dice: “en cuanto al servicio social que se le presta al 
Estado” me resulta incomprensible. Creo que en su momento estuvo aquí el doctor Preza, Presidente 
de la Comisión Redactora y le preguntamos sobre esto, y recuerdo que él coincidía en que no tenía 
sentido. 


Propongo, lisa y llanamente, suprimir una parte y que el texto diga: “El proceso penal será 
gratuito” y nada más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría me advierte que ya existía la iniciativa para eliminar esa parte. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si solamente establecemos: “El proceso penal será gratuito” quizá 
pueda entrar en colisión con alguna norma o materia de prueba -salvo que haya leído mal o me esté 
confundiendo- que establece que los peritos tendrán que ser pagos por las partes. En capítulos 
siguientes veremos que se dice que cuando el peritaje es propuesto por la parte, esta tiene que 
hacerse cargo de los honorarios del perito; idéntica norma se ha consagrado en el Código General del 
Proceso. 


Entonces, si establecemos que “El proceso penal será gratuito”, me pregunto cómo se podrá 
entender luego el artículo posterior del mismo cuerpo normativo que determina que los honorarios del 
perito deberán ser de cargo de quien lo propone. 


Quizá este artículo esté mal redactado cuando dice: “en cuanto al servicio social que se le 
presta al Estado”. Realmente no se entiende qué es lo que quiere decir. 


El principio general es que el proceso penal tiene que ser gratuito. Ahora bien, ¿no se van a 
pagar los timbres? Cuando se presenta una denuncia en un proceso penal hay que poner timbres 
profesionales. 


Hoy en día no se pagan peritos privados. Si la parte consigue un peritaje privado lo puede 
presentar pero si se recurre a un servicio de apoyo a la Justicia en materia penal, no se paga. 


Entonces, ¿cuál es el alcance de la gratuidad? Adelanto que estoy totalmente de acuerdo 
con que sea gratuito pero quiero advertir que se puede dar de bruces con otras disposiciones y con 
una práctica. 


SEÑOR PASQUET.- Coincido totalmente con lo que dice el señor Senador López Goldaracena. De 
repente, se podría establecer: “El proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que establezcan 
disposiciones especiales”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todas maneras, explíquenme. 


¿Acaso la expresión “El proceso penal será gratuito” se refiere a lo que el Estado brinda 
como proceso penal o será gratuito para el indagado? 


Por otra parte, ¿qué se quiere decir cuando se establece “al servicio social que se le presta 
al Estado”? ¿Esto significa que el Estado brinda ese servicio gratuitamente? Realmente no lo entiendo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiere decir que el Juez y el fiscal le van a cobrar al que tiene que 
enfrentar la instancia penal por administrar Justicia. Ese es el concepto central. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ¿será gratuito para el imputado, para el indagado? 
SEÑOR PASQUET.- Quiero realizar la siguiente precisión. 


No se trata solo de una medida de generosidad -sé que este no es el término adecuado- que 
lleve a pensar que todos tienen acceso a la Justicia. Puede ocurrir que el proceso se siga contra quien 
en definitiva resulte declarado culpable y sería perfectamente justo imponerle el pago de las costas del 
proceso. Esto sería como decir que este señor que fue condenado porque cometió un determinado 
delito, además de aplicarle la pena por el delito, lo vamos a condenar a pagar los gastos del proceso. 
Esto sería perfectamente justo y razonable. Lo que sucede es que en términos prácticos esto es un 
enorme inconveniente porque la enorme mayoría de los condenados son personas insolventes que 
cometen delitos contra la propiedad. Esa es la realidad social. Entonces, ¿qué sentido tiene gravar a 
los órganos del Estado -que son los que tendrían que hacerlo- con la tarea de salir a tratar de 
cobrarle a los insolventes? Estaríamos consagrando una obligación cuyo cumplimiento nos sería 
posible exigir. 


Para cortar por lo sano, criteriosamente se piensa en terminar con esto y establecer: “El 
proceso penal será gratuito”. 


Como bien dice el señor Senador López Goldaracena, existen situaciones especiales que 
pueden requerir el pago como, por ejemplo, el caso de los peritos. Es evidente que quien proponga un 
peritaje debe pagarlo y no que quede a cargo de las oficinas públicas como, por ejemplo, el Instituto 
Técnico Forense. Si se necesita hacer una pericia caligráfica y el experto vive en el Reino Unido, que 
lo pague; de lo contrario, sería muy sencillo generar toda suerte de complicaciones. 


Me parece que contemplando la observación que hizo el señor Senador López Goldaracena, 
quedaría equilibrado si se dijera: “El proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que establezcan 
disposiciones especiales”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podríamos dar por acordado el artículo 11 con la redacción siguiente: “El 
proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que establezcan disposiciones especiales”. 


(Apoyados.) 


Pasamos al artículo 12. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 12.- (Otros principios aplicables).- Se aplicará al proceso penal, en lo pertinente, los 
principios de inmediación, concentración, dirección e impulso procesal, igualdad de las partes, probidad 
y ordenación del proceso”. 


-Si no hay ninguna observación al artículo 12, pasamos al siguiente, que no tiene nomen 
juris. 


Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- El proceso penal comprende el proceso de conocimiento y el proceso de 
ejecución, en su caso”. 


-En consideración. 
¿ Tienen alguna sugerencia respecto al nomen juris para el artículo 13? 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Lo que se me ocurre es “Alcance”. 
SEÑOR DA ROSA.- También podría ser: “Etapas del proceso”. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- De acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En resumen, en este Capítulo se han formulado algunas modificaciones en 
el artículo 1% esperamos modificaciones de redacción de los artículos 2%, 6% y del 11 así como una 
consideración más en profundidad del artículo 9%, que es el que define el proceso acusatorio. 


Se pasa al Capítulo Il, Régimen de la Norma Procesal Penal. 
Léase el artículo 14. 

(Se lee:) 
“Artículo 14.- (Interpretación e integración). 


14.1- Para interpretar la norma procesal, el tribunal deberá tener en cuenta que el fin del proceso es el 
juzgamiento del caso concreto con todas las garantías del debido proceso. En caso de duda, se deberá 
recurrir a las normas generales, fundamentalmente las que emanan de la Constitución, de los 
principios generales de derecho y los específicos del proceso penal, debiéndose preservar y hacer 
efectivas las garantías del debido proceso y la efectividad de la defensa técnica. 


14.2- En caso de vacío legal, se deberá recurrir a los fundamentos de las leyes análogas, a los 
principios constitucionales y generales de derecho, a los principios específicos del proceso y a las 
doctrinas más recibidas, atendidas las circunstancias del caso. Está vedada la solución analógica 
perjudicial al interés del imputado y la interpretación extensiva”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- No tengo observaciones sobre el fondo del artículo, pero gramaticalmente en el 
14.2 corresponde decir: “están vedadas”- porque es plural- “la solución analógica perjudicial al interés 
del imputado y la interpretación extensiva”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el 14.2 se dice que cuando hay vacío legal se recurre a leyes análogas, 
principios constitucionales y generales de derecho, principios específicos del proceso y a las doctrinas 
más recibidas. ¿Esto de “doctrinas más recibidas” incluye legislación internacional? 


SEÑOR DA ROSA.- En principio no. La doctrina es un concepto muy amplio donde puede caber la 
opinión de autores nacionales y de autores internacionales; el concepto de doctrina no se restringe 
exclusivamente a los autores nacionales dado que, reitero, es muy amplio. Me parece que no hay 
necesidad de hacer referencia a autores o a normas de carácter internacional porque desde el 
momento en que se habla de doctrina, obviamente, se incluye a autores nacionales e internacionales. 


SEÑOR PASQUET.- Tengamos en cuenta que partimos de la base de que hay un vacío legal, de que 
no hay norma aplicable nacional ni internacional. Si la hubiera, no se plantearía el vacío; es lo que se 
llama “laguna del Derecho”. Lo que se propone acá, como una de las vías de integración al decir 
“doctrinas más recibidas” no es ningún invento, pues está en el Código Civil desde siempre. 
Históricamente, nuestra jurisprudencia ha adoptado más la doctrina extranjera, en particular la italiana 
y la francesa. 


En resumen, no hay ninguna duda de que esta expresión es pacífica, es la forma clásica y 
ortodoxa de encarar el tema de las lagunas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Hago acuerdo con lo señalado por los señores Senadores 
preopinantes. Además, en la práctica será muy difícil que exista un vacío normativo en materia de 
Derecho Procesal Penal y que el Juez se encuentre ante una situación en la que no tiene ninguna 
norma para aplicar. Pensemos en casos concretos que vemos en la realidad de los procesos penales 
que se presentan ante los tribunales. Hoy por hoy muchas veces se habla de prueba documental y 
puede llegar a discutirse si un correo electrónico o una grabación que un indagado hace a otro con su 
celular para obtener elementos de defensa efectivamente lo es. Los Jueces aplican las normas que 
existen y que señalan la amplitud del concepto de prueba documental. Reitero, es muy difícil 
encontrarse en la práctica con situaciones de vacío legal. De cualquier modo, tal como está previsto en 
este artículo, está en línea y de acuerdo con los principios generales de nuestro propio Derecho para 
interpretar o para integrar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con la excepción de la corrección de redacción en el 14.2 en cuanto a 
“Están vedadas”, sugerida por el Senador Pasquet, no habría observaciones sobre esta disposición. 


Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 
“Artículo 15.- (Leyes penales en el tiempo y eficacia procesal). 


15.1- Cuando las leyes penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena más severa, no se 
aplicarán a los hechos cometidos con anterioridad a su vigencia. 


15.2- Cuando esas leyes supriman delitos existentes o disminuyan la pena, se aplicarán a los hechos 
anteriores a su vigencia. En el primer caso, determinarán la clausura del proceso o la extinción de la 
pena. En el segundo, solo la modificación de la pena, en cuanto no se hallare esta fijada por sentencia 
ejecutoriada. 


15.3- Estas disposiciones se aplicarán a las leyes de prescripción”. 


-En consideración. 


Voy a hacer una pregunta, nuevamente producto de mi ignorancia. ¿Qué pasa con los delitos 
imprescriptibles en este caso? Creo que lo que establece el 15.2 es la retroactividad de la ley penal 
más benigna. ¿Es así? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Debemos analizar esta disposición en función de lo dispuesto por 
la Ley N* 18.026, que establece el régimen de imprescriptibilidad para determinados delitos. Estamos 
absolutamente de acuerdo con lo que dispone la norma. Indudablemente, si hay una modificación en 
materia de leyes de prescripción, el régimen para aplicar esa ley modificatoria de un régimen de 
prescripción sería este. A eso se referiría este artículo y no a la imprescriptibilidad o prescriptibilidad de 
delitos. Desde el punto de vista técnico, este artículo determina cómo se va a aplicar una nueva ley que 
se dicte hoy en términos de prescripción de delitos y modifique los ya existentes. Las leyes especiales 
establecen el régimen de imprescriptibilidad de delitos y de penas. Me gustaría analizar la 
concordancia con esas leyes y si esto no colide con lo previsto en ellas. De todas formas y anticipando 
mi opinión, creo que esto no es así. 


SEÑOR PASQUET.- De acuerdo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuál es la referencia? 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- La Ley N* 18.026. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que esto tampoco colide con las disposiciones del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, porque consagra estas mismas soluciones: retroactividad de la ley penal más benigna, 
no retroactividad de la ley más gravosa para el reo, etcétera. 


En fin, podemos continuar con el criterio que hemos utilizado en otros casos: si alguien tiene 
una propuesta para hacer luego la presentará a la Comisión pero, en principio, este artículo no me 
merece observaciones. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me gustaría analizar la concordancia entre estas dos normas a los 
efectos de ver si es o no necesaria una redacción alternativa. Pero quizás esto se puede superar 
buscando la forma de incorporar que sea sin perjuicio de aquellas leyes de imprescriptibilidad. Hay un 
principio: existen delitos que van a ser imprescriptibles y nosotros no podemos declarar su 
prescriptibilidad; por ejemplo, los previstos en el Estatuto de Roma y en la Ley N* 18.026. Me 
comprometo a analizar el tema pero, hoy por hoy, no veo colisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por más que la imprescriptibilidad sea un atributo del delito y no del proceso, 
me parece que lo que expresa el numeral 15.1 de “Cuando las leyes penales configuren nuevos 
delitos o establezcan una pena más severa, no se aplicarán a los hechos cometidos con anterioridad a 
su vigencia”, deja una laguna por lo menos para quienes tienen posición como la mía; seguramente, 
eso no es compartido por el resto de la Comisión. Si nosotros estamos en un tránsito del Derecho 
Internacional en donde todos los delitos de lesa humanidad y de terrorismo de Estado están en plena 
construcción jurídica, el numeral 15.1 parece que obstruye la posibilidad de generar jurisprudencia que 
corra por otro carril paralelo al de la irretroactividad de la ley penal más gravosa o la retroactividad de 
la ley penal más benigna. Dejo sentado este comentario porque me fijé en el tema. 


SEÑOR DA ROSA.- El principio consagrado en este artículo es clásico en el Derecho Penal; está 
presente en todas las legislaciones del mundo. El problema de las leyes que consagren la 
imprescriptibilidad de determinados delitos o, con mayor razón, la existencia de Estatutos como el de 
Roma, es que no debemos olvidar que son disposiciones excepcionales. No significa que haya una 
contradicción con este principio general aquí consagrado, el problema es si la disposición está 
encuadrada dentro de la normativa superior que es la Constitución, que es otro tema. 


Con respecto a la ley que estamos discutiendo no veo una contradicción porque esto refiere 
a un principio general del Código del Proceso, sin perjuicio de que haya leyes especiales que 
establezcan la imprescriptibilidad del delito. Reitero, eso es materia de una ley especial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pregunto si en el numeral 15.1 no debería decirse algo así: “Cuando las 
leyes penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena más severa, no se aplicarán a los 
hechos cometidos con anterioridad a su vigencia, con excepción de las leyes especiales relativas a 
delitos imprescriptibles”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que introducir en este debate sobre normas de proceso penal 
el tema de la imprescriptibilidad o no de los crímenes de lesa humanidad y guerra o genocidio, quizás 
puede cambiar el centro de gravedad del trabajo de la Comisión. En algunos temas puede ser 
planteado, pero creo que no sería útil para su labor porque pertenecemos a escuelas jurídicas o a 
corrientes de pensamiento jurídico que pueden tener diferencias y para superarlas hoy existe una 
normativa legal que soluciona el asunto hacia el futuro. 


Dejo la constancia porque me parece que es algo muy importante. Si en nuestro país 
llegaran a suceder hechos como los que pasaron, hoy tenemos una normativa que aventaría cualquier 
tipo de duda. Además, fue sancionada con el apoyo del absoluto consenso social y político expresado 
por la unanimidad de las dos Cámaras: me refiero a la aprobación de la Ley N* 18.026. Quiere 
decir que hoy esa diferencia de escuelas jurídicas se manifiesta con relación a la aplicación del 
Derecho en un período que, incluso académicamente, es llamado “transicional”. 


Insisto en que no considero oportuno introducir el debate en este momento. Me parece más 
que adecuado y una responsabilidad que tenemos el analizar la compatibilidad de ese artículo con este 
nuevo cuerpo normativo, como propone la señora Presidenta, de modo que no se violente ningún 
principio garantista ni el derecho de las víctimas a que se aplique el que estaba vigente en la época. 


SEÑOR PASQUET.- Coincido con las apreciaciones del señor Senador López Goldaracena, pues creo 
que ese es el camino para avanzar en el trabajo de la Comisión. 


El artículo 15 no dice nada nuevo, no cambia nada, no violenta ningún principio; por el 
contrario, repite lo que son valores admitidos desde siempre no solamente por la tradición penal liberal 
como se ha configurado históricamente, sino también por la normativa internacional vigente. El Estatuto 
de la Corte Penal Internacional de Roma o el Pacto de San José de Costa Rica dicen lo mismo en 
estas cosas: no se puede crear delito y aplicar la figura retroactivamente. Puedo decir que a partir de 
hoy y hacia mañana tal cosa va a ser delito, pero no crear esta figura hoy y que castigaré por eso al 
que incurrió en esa conducta hace seis meses. Esa es la no retroactividad de la ley penal. Se trata de 
un principio en el que creo que todos estamos de acuerdo. Que después haya situaciones especiales, 
es un tema que se está discutiendo en los tribunales y podrá ser materia de una ley, pero no puede 
afectar el régimen procesal penal en general porque esto consagra los principios básicos que se han 
aplicado siempre en la República y que, repito, hoy son de aplicación aceptada en el mundo. Esto no 
está en discusión a nivel internacional. A la prueba está que el Estatuto de la Corte Penal Internacional 
de Roma y el Pacto de San José de Costa Rica también consagran la no retroactividad de la ley penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo una opinión distinta a la de los señores Senadores López 
Goldaracena y Pasquet, pero debemos continuar avanzando en el tema. Creo que las consideraciones 
de orden político sobre la pertinencia o no de incluir esa discusión aquí en todo caso son cuestiones 
políticas. No tienen que ver con esta Comisión, aunque en mis limitados saberes entiendo otra cosa, 
pero simplemente lo dejo anotado. 


SEÑOR GALLINAL.- Son cátedras diferentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si son cátedras diferentes, entonces, vamos a tener un problema con la 
expresión “doctrinas más recibidas”. Quiero saber cuáles doctrinas son más recibidas que otras. 


SEÑOR GALLINAL.- No sabemos a qué cátedra responde su opinión, pero seguramente a alguna lo 
hará. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señalaba al principio con relación a esta norma que en lo 
personal vamos a analizar la compatibilidad o no con el cuerpo normativo que introdujo el régimen de 
imprescriptibilidad de los crímenes y delitos internacionales. Quizás se proponga alguna modificación; 
sugiero ahora que se ponga entre paréntesis para ese análisis futuro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16. (Ley procesal penal en el tiempo).- Las normas procesales penales son de 
aplicación inmediata y alcanzan incluso a los procesos en trámite. 


No obstante, no regirán para los recursos interpuestos ni para los trámites, diligencias o 
plazos que hubieran empezado a correr o tenido principio de ejecución antes de su entrada en vigor, 
los cuales se regirán por la norma precedente. 


Asimismo, el tribunal que esté conociendo en un asunto continuará en el mismo hasta su 
terminación, aunque la nueva norma modifique las reglas de competencia. 


Todo ello, salvo que la nueva ley suprima un recurso, elimine algún género de prueba o, en 
general perjudique al imputado, en cuyo caso dicho proceso se regirá en ese punto, por la ley anterior”. 


-Léase a continuación el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17. (Aplicación de la ley procesal en el espacio).- Este Código regirá en todo el 
territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto por las convenciones internacionales suscritas y 
ratificadas por el Estado.” 


-Están a consideración ambos artículos. 


Propuse que estos artículos se leyeran uno a continuación del otro porque esto tiene que ver 
con la vigencia y aplicación de estas normas. 


Dada la opción política por evitar la solución de la aplicación por regiones y no de la aplicación 
a todo el territorio nacional en una única vez y hacia el 2016 con los refuerzos presupuestales que se 
exigen para llevar a cabo esto, creo que podemos dar por buenos ambos artículos. 


SEÑOR PASQUET.- No tengo ninguna observación para formular. Considero que como criterios 
generales son correctos. Si después llegamos a determinada conclusión en el sentido de que esto 
debe aplicarse a partir de cierta fecha o en cierta parte del territorio nacional, será materia de 
disposiciones transitorias. Pero, como norma general, me parece que está bien. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos al Título Il, De los sujetos procesales, Capítulo l, El Tribunal, 
Sección |, Disposiciones Generales. 


Léase el artículo 18. 


(Se lee:) 


“Artículo 18. (Organización).- La justicia en materia penal será impartida por la Suprema Corte 
de Justicia, los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en 
lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en el Interior con competencia en materia penal, 
los Juzgados Letrados de Ejecución y Vigilancia; los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz, en el 
marco de la competencia atribuida constitucional o legalmente”. 


-En consideración. 

Si no hay observaciones, pasamos al artículo 19. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 19. (Indelegabilidad).- Solo el tribunal es titular de la función jurisdiccional en su 
integridad. Los funcionarios auxiliares solo realizarán los actos permitidos por la ley, por delegación y 
bajo la dirección y responsabilidad del tribunal. 


Dicha delegación solo abarcará la realización de actos auxiliares o de aporte técnico, cuando 
los funcionarios revistan la idoneidad respectiva.” 


-En consideración. 


Se refiere a cuando los auxiliares son los que comparecen y toman la declaración. Es para 
evitar que no estén todas las partes. 


SEÑOR PASQUET.- Va por ahí. 


SEÑOR DA ROSA.- Son las diligencias del proceso, etcétera. Debe quedar claro que se tiene que 
hacer por delegación del Juez y bajo su dirección y responsabilidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto. 

Léase el artículo 20. 

(Se lee:) 

“Artículo 20. (Facultades).- El tribunal está facultado para: 
Asignar al proceso el trámite que legalmente corresponda. 


Dictar las autorizaciones judiciales que solicite el Ministerio Público para realizar actuaciones que 
priven, restrinjan o perturben el ejercicio de derechos consagrados en la Constitución o que emanen de 
los principios generales de Derecho. 


Rechazar las pruebas inadmisibles, así como las manifiestamente inconducentes. 


Rechazar “in límine' los incidentes manifiestamente improponibles y resolver las cuestiones formales 
que se planteen. 


Dirigir el proceso y aplicar las sanciones que correspondan a quienes obstaculicen indebidamente su 
desarrollo, u observen conducta incompatible con el decoro y dignidad de la justicia. 


Ordenar la subsanación de los vicios formales que presente la acusación. 


Aplicar previsiones analógicas del Código General del Proceso en todo aquello no previsto en el 
presente Código y en cuanto no perjudiquen los derechos e intereses del imputado. 


La omisión en el empleo de estas facultades, le hará incurrir en responsabilidad”. 
-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Es por una cuestión que tal vez sea terminológica pero que puede involucrar un 
tema de concepto. En realidad, estas no son facultades del tribunal, es decir, algo que el tribunal pueda 
hacer o no hacer según su discrecional arbitrio. Creo que son funciones del tribunal, que tiene el poder 
deber de cumplirlas. Cuando se expresa “Asignar al proceso el trámite que legalmente corresponda” no 
se está haciendo referencia a una facultad ya que el tribunal no puede decir “opto por no ejercer la 
facultad y no le voy a asignar al proceso el trámite que legalmente corresponda”. No, lo tiene que 
hacer. 


Entonces, en torno a esta cuestión de la denominación precisa de las distintas situaciones 
procesales, activas o pasivas -es un tema de doctrina especializada; no soy un procesalista-, quisiera 
reservarme la posibilidad de hacer las consultas del caso porque, a mi juicio, en este artículo, en lugar 
de decir “facultades” se debería expresar “funciones”, y en lugar de establecer “El tribunal está 
facultado para” se tendría que decir “Compete al tribunal”. De esa forma queda la situación de poder 
deber, que es la que a mi juicio corresponde exactamente a lo que está planteado; pero, de todos 
modos, haría las consultas del caso. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Mi primera reflexión sobre este artículo es la siguiente. Cuando se 
refiere a “facultades” la idea es precisar que en el ejercicio de su función jurisdiccional el tribunal tiene 
determinadas facultades expresamente indicadas para el cumplimiento de esa función. Entiendo que 
es adecuado que se plantee en el Código el rechazo o no rechazo de pruebas inadmisibles, para que 
luego no se discuta si tiene o no esa facultad en el ejercicio de su función. 


En particular, en relación con esta disposición -y que es algo que en general se plantea en 
otros artículos del Código que he leído-, cuando en el literal b) se habla de derechos, el Código 
siempre se refiere a los consagrados en la Constitución de la República o que emanen de los principios 
generales de Derecho. En otros artículos se utiliza otro giro y se menciona Tratados Internacionales y 
no de principios generales de Derecho. En lo personal, lo dejaría en Derechos Humanos, pero me 
gustaría reservarme otros comentarios y proponer una redacción sustitutiva. ¿Qué sucede? Vamos a la 
experiencia. Si hoy tenemos que aplicar esta norma, se va a discutir en los tribunales qué alcance tiene 
el artículo 72 de la Constitución de la República. Esa disposición, que da entrada a todos los derechos 
inherentes a la personalidad humana o a la forma republicana de gobierno, es un artículo ventana que 
puede ser interpretado de diversas maneras por fiscales, Jueces y abogados. Algunos van a decir que 
esos derechos están previstos en la Constitución y otros dirán lo contrario. Hasta tanto tengamos una 
Constitución vieja y no la reformemos, con toda franqueza me resisto a restringir los Derechos 
Humanos a los previstos expresamente en la Carta. Por lo tanto, pondría “Derechos Humanos” o, 
quizás “tratados internacionales”, aunque también me resisto a esto último porque tenemos escuelas 
diferentes. Prefiero, en todo caso, dejar la discusión para tribunales hasta que reformemos la 
Constitución. 


Sé que me estoy introduciendo en un tema que quizás no le compete a la Comisión y por eso 
vuelvo a mi propia pauta de conducta planteada antes en cuanto a que no es bueno introducir otros 
aspectos de discusión. De todas maneras, estarán subyacentes durante toda la consideración del 
proyecto de ley, claro, en algunos casos. 


Sin entrar a ese debate de fondo, propongo que el literal b) quede encapsulado como está 
redactado para proponer una redacción sustitutiva. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto la sustancia, digamos, del planteo realizado por el señor Senador López 
Goldaracena. Es verdad que nosotros no tenemos resuelto a nivel constitucional el tema de hasta 
dónde llega la legislación internacional y hasta dónde debe compatibilizarse o no con normas del 
Derecho interno, es decir de nuestra Constitución. Ese es un tema pendiente. Argentina lo resolvió en 
el famoso Pacto de Olivos cuando decidió establecer expresamente -o pactó una posición que fue 
ratificada por el pueblo- el principio de que los tratados internacionales tienen rango constitucional. 


El problema es que nosotros no hemos resuelto el tema y, por ello, creo que hay que ser 
cuidadosos a la hora de, a través de instrumentos como este -que en definitiva son legales-, 
pretendamos resolver temas que deben ser resueltos a nivel de la norma superior, de la Constitución, 
que requieren ni más ni menos un trámite especial: que sea ratificado por el soberano. La Constitución 
tiene la diferencia esencial de trámite con respecto a la ley de que esta es aprobada por los 
representantes del pueblo, pero la Constitución -la norma constitucional-, para tener vigencia, tiene que 
ser ratificada por el pueblo. 


Por lo tanto, me parece que no es bueno que nos adelantemos a los acontecimientos y 
estemos resolviendo en materia legal temas que deben ser objeto de consideración, de discusión o de 
reforma a nivel de la norma superior, que es la Constitución de la República. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: debemos tener presente a qué refiere este artículo. 


Aquí se expresa que es de resorte del tribunal autorizar o no, según corresponda, al 
Ministerio Público, para hacer ciertas cosas. Es decir, autorizar o no ciertas diligencias solicitadas por el 
Ministerio Público. Estamos diciendo que el fiscal, aún en su rol de investigador, no puede hacer 
cualquier cosa, sino que tiene que pedirle permiso al tribunal. Esta es la idea central que de acá se 
desprende, que comparto integramente y sobre la cual no tengo reparos. Estamos buscando una 
manera de decir esto de forma tal que no implique, digamos, un pronunciamiento inadecuado acerca 
de cuestiones que todavía se discuten. 


Para el proceso penal, ese tipo de cuestiones han de ser realmente mínimas, porque estamos 
hablando de los derechos de la primera generación, es decir, de la libertad personal. Acá el gran tema 
subyacente aquí es siempre la prisión preventiva. Estamos hablando de la afectación de la libertad 
personal. Eso está en la Constitución, en la ley, en todos lados y no hay discusión. Esto no es una gran 
dificultad. En lo claro, en lo grueso, esto está perfectamente en orden. Busquemos una redacción más 
completa o más satisfactoria, pero me parece que no estamos ante una dificultad real, sino ante una 
dificultad terminológica o de redacción. 


En ese sentido, simplemente se me ocurría -lo dejo anotado y me lo anoto yo mismo para 
proponerlo llegado el caso- que podríamos decir: “Realizar actuaciones que priven, restrinjan o 
perturben el ejercicio de derechos consagrados en la Constitución, inherentes a la persona humana o 
se deriven de la forma republicana de gobierno”. De esta manera, estaríamos retomando el texto del 
artículo 72 y dejamos abierta la ventana para todas las situaciones que puedan darse. En fin, puede 
ser una redacción considerable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, entiendo que con respecto al artículo 20 podríamos encontrar una 
redacción que modifique “Facultades” por “Funciones” en el nomen juris; en vez de decir “El tribunal 
está facultado para” se podría decir “Compete al tribunal”, y también podría introducirse la 
modificación al inciso b) propuesta por el señor Senador López Goldaracena o la que acaba de sugerir 
el señor Senador Pasquet, donde a “derechos consagrados en la Constitución” se le agregue 
“inherentes a la personalidad humana o se deriven de la forma republicana de gobierno”. De todos 
modos, tendríamos acuerdo sobre la sustancia del artículo 20, más allá de que busquemos una 
redacción más ajustada. 


Léase el artículo 21. 


(Se lee:) 


“Artículo 21- (Responsabilidad).- Los magistrados son responsables por: 
Las demoras injustificadas en proveer o señalar audiencias. 
Proceder con dolo o culpa grave. 
Sentenciar cometiendo error inexcusable”. 
-En consideración el artículo 21”. 


Consulto a los señores Senadores sobre lo que significa el término “inexcusable” en este 
caso. 


SEÑOR PASQUET.- Es un concepto abierto. Es el error grosero, el error que ninguna persona normal 
cometería. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, Senador Pasquet. 
Léase el artículo 22. 
(Se lee:) 
“Artículo 22. (Clases de jurisdicción).- La jurisdicción penal es común o especial. 


22.1.- Jurisdicción común, es la que tienen los tribunales penales que integran el Poder Judicial y 
comprende todos los crímenes, delitos y faltas, sin distinción de personas. 


22.2.- La jurisdicción especial es la militar y queda reservada exclusivamente al conocimiento de los 
delitos militares cometidos por militares y a situaciones de excepción, en caso de estado de guerra. 


Se entiende por delito militar aquel que vulnera exclusivamente, normas contenidas en el 
ordenamiento penal militar. 


22.3.- Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera sea el lugar donde 
ocurran, estarán sometidos a la jurisdicción común. A esos efectos, el jerarca militar respectivo deberá 
en todo momento colaborar y brindar auxilio al órgano competente de la jurisdicción común”. 


-Respecto a este artículo -que trata sobre la jurisdicción militar y la jurisdicción civil- se han 
hecho observaciones. Pienso que hay que leerlo junto con el artículo 41. 


Léase el artículo 41. 
(Se lee:) 


“Artículo 41. (Contienda de Jurisdicción).- La Suprema Corte de Justicia resolverá los 
conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la militar”. 


-Estos artículos repiten parcialmente -por eso hay que estudiar el perfecto ensamblaje- lo 
que establece la Ley N* 18.650, Ley Marco de Defensa Nacional, en los artículos 27, 28 y 31, que 
hablan sobre la jurisdicción militar y la civil. 


Léase el artículo 27. 


(Se lee:) 


“Artículo 27.- El Poder Judicial ejerce la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción militar a que 
refiere el artículo 253 de la Constitución de la República. 


A tales efectos, el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, coordinará con 
la Suprema Corte de Justicia el respectivo traslado de funciones, mediante el correspondiente proyecto 
de modificación a la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, Orgánica de la Judicatura y 
Organización de los Tribunales. 


La jurisdicción militar, conforme con lo dispuesto en el artículo 253 citado, mantiene su esfera 
de competencia exclusivamente a los delitos militares y al caso de estado de guerra.” 


-Léase el artículo 28. 
(Se lee:) 
“Artículo 28.- Dispónese que solo los militares pueden ser responsables del delito militar. 


Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera sea el lugar donde 
se cometan, estarán sometidos a la justicia ordinaria”. 


-Léase el artículo 31. 
(Se lee:) 


“Artículo 31. (Disposición transitoria).- Dispónese que hasta la implementación de lo dispuesto 
en el artículo 27, mantendrán plena vigencia las normas contenidas en los Códigos Penal Militar, de 
Organización de los Tribunales Militares y de Procedimiento Penal Militar, con excepción de lo 
establecido en el artículo 28, en cuanto no se ajuste a lo dispuesto en la presente ley”. 


-Creo que acá el proyecto de ley del Código del Proceso Penal repite algunos de los 
conceptos. Por ejemplo, que la jurisdicción especial es la militar pero que solo se aplica para militares 
en tiempos de guerra y que el resto de los delitos cometidos por militares en tiempos de paz están bajo 
la jurisdicción de la Justicia civil; que es la Suprema Corte de Justicia la que decide en caso de 
contienda. A su vez, entiendo que esto está en el artículo 41 Código del Proceso Penal, pero no en la 
Ley Marco de Defensa Nacional. Entonces, habría que estudiar la simetría entre una cosa y la otra. 


SEÑOR PASQUET.- Debo decir que la redacción del artículo 22 del proyecto de ley que estamos 
considerando no me merece ningún reparo. Fue elaborado cuidadosamente, creo que recoge la mejor 
doctrina, reduce la jurisdicción militar al mínimo compatible con su existencia necesaria prevista por la 
Constitución. No me pareció que hubiera ningún desajuste con las disposiciones de otras leyes que 
fueron leídas aquí, pero si lo hubiera, se resolvería por el principio de que la ley posterior deroga la 
anterior. O sea que una vez que sancionemos esto el Derecho en la materia pasa a ser el del Código 
del Proceso Penal, que es lo que corresponde, es lo que está bien. Me parece que no tenemos 
ninguna dificultad y podemos seguir adelante sin problemas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con lo expresado. Entiendo que esto es 
adecuado y el día que se suprima al Ejército esta norma no va a tener sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo que fue el Instituto de Derecho Procesal el que nos advirtió sobre 
esto. El doctor Edgar Varela Méndez dijo que había que ajustar los artículos 22.2, 22.3 y 41, porque 
referían a la Ley N* 18.650, que ya preveía esto. Si los señores Senadores consideran que 
simplemente la aplicación de esta norma -que prevalece- elimina todo lo que puede ser contradictorio 
con la Ley Marco de Defensa Nacional y estamos de acuerdo con ella, la dejamos tal como está. 


Quiero estar clara con respecto a que la jurisdicción militar es solo para el caso de estado de 
guerra, es decir que se den ambas condiciones. Lo digo porque en el artículo 22.2 dice, por ejemplo: 
“Se entiende por delito militar aquel que vulnera exclusivamente, normas contenidas en el 
ordenamiento penal militar”. En consecuencia, los delitos comprendidos en esta jurisdicción serían 
aquellos cometidos por militares que violen normas de ordenamiento penal militar y en estado de 
guerra. ¿Se deben cumplir las tres condiciones simultáneamente? 


SEÑOR PASQUET.- Pueden ser delitos cometidos por militares en tiempos de paz. Deben ser delitos 
militares cometidos por militares. Eso también es materia de jurisdicción militar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ¿los delitos cometidos por militares en tiempos de paz son de 
jurisdicción militar? 


SEÑOR PASQUET.- Deben ser delitos militares cometidos por militares; ambas cosas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Considero pertinentes las aclaraciones que se están solicitando y 
formulando, porque por delitos militares se entienden aquellos previstos en el Código Penal Militar y no 
los comprendidos en el Código del Proceso Penal. Nuestro ordenamiento jurídico establece delitos 
cometidos por militares en determinadas circunstancias previstos en un Código Penal Militar que tiene, 
además, procedimientos que no se ajustan con los del Código del Proceso Penal. 


Existen también leyes especiales, aun para casos de militares en tiempos de guerra, que no 
son delitos militares. Un ejemplo de ello son los crímenes de guerra -que están previstos en la Ley N* 
18.026- cometidos por militares en tiempos de paz o de guerra que no se rigen por el Código Penal 
Militar, sino por normas comunes o especiales. O sea que la jurisdicción militar es sumamente 
restringida y cuanto más restringida esté, mejor. En este caso, se recogen los principios y las doctrinas 
más recibidas que nos indican que debemos acotarnos a los delitos militares cometidos por militares. 


Por otra parte, quiero decir que el tema de las contiendas de competencia entre jurisdicción 
civil y militar fue recogido por nuestra historia reciente. En este sentido, existe jurisprudencia clara que 
determina que los delitos militares se rigen exclusivamente por el Código Penal Militar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué pasa con los delitos cometidos por militares uruguayos en el exterior 
en situaciones de misiones de paz? Las misiones de paz, ¿se consideran un estado de guerra? 


SEÑOR DA ROSA.- Deberíamos remitirnos al Derecho Internacional para definir la situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pregunto esto porque, en el caso de la denuncia por violación al joven 
haitiano hubo dos dictámenes: uno de la Justicia Militar y otro de la Justicia Civil. 


SEÑOR DA ROSA.- De la época en la que estudié Derecho Internacional en la Facultad recuerdo que 
se decía que este Derecho era un Derecho en pañales. Hoy el Derecho Internacional ha avanzado 
mucho más, pero siempre hay aspectos que tienen que ver con situaciones como la que planteó la 
señora Presidenta que todavía no ha podido resolver porque entran a colidir normas del Derecho 
Internacional con normas del Derecho interno de cada Estado. Por lo tanto, no es una tarea sencilla de 
resolver. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Coincido con lo expresado por el señor Senador Da Rosa en el 
sentido de que no corresponde entrar ahora en una casuística sobre el tema de los delitos cometidos 
por uruguayos en el exterior en “misiones de paz” -dicho esto entre comillas-, porque en ellas se 
aplican normas del Derecho Internacional Humanitario. Precisamente ayer en el Plenario hicimos 
referencia a que no es lo mismo hablar de normas de Derecho Internacional Humanitario que de 
normas de Derechos Humanos. El primero rige en situaciones de conflicto armado, interno o 
internacional, y no se trata de un derecho a la guerra, sino del Derecho que rige cuando hay conflicto; 
en fin, de la protección de bienes y personas cuando hay conflicto. 


Ahora bien, debemos tener en cuenta que existen distintos tipos de misiones de Naciones 
Unidas: hay misiones para el mantenimiento de una situación de paz y misiones en las que se autoriza 
otro tipo de alcance cualitativo. Con respecto a los delitos cometidos por uruguayos o por militares 
uruguayos en situaciones de misiones de Naciones Unidas tendríamos que analizar cada una de las 
misiones en particular y, en lo personal, no conozco en detalle sus alcances. Eso sí, como principio, 
esos delitos se pueden regir por la jurisdicción penal uruguaya. En algunos casos pueden no ser delitos 
militares y en otros pueden llegar a ser hasta crímenes de guerra. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que no debiéramos estudiar un Código o elaborar una norma de carácter 
general tratando de prever todas las situaciones especiales o especialísimas que puedan darse y que 
tienen, muchas veces, un régimen jurídico propio. Desconozco cuál sea el régimen internacional que 
pueda haber para las misiones de Naciones Unidas, pero haciendo esa salvedad -porque por supuesto 
que llegado el caso será ese régimen el que va a regir-, teniendo en cuenta nuestras normas, los 
delitos cometidos por los militares uruguayos en el exterior son conductas alcanzadas por el artículo 10 
del Código Penal que es la norma que establece que, en principio, la ley penal se aplica en el territorio 
uruguayo con determinadas excepciones a las que se aplica también la ley penal uruguaya aunque se 
verifiquen en el exterior. En el caso de los delitos cometidos por estos militares en Haití sería de 
aplicación el numeral 4 que refiere a los delitos cometidos por funcionarios al servicio de la República 
con abuso de sus funciones o mediante violación de los deberes inherentes al cargo. Esas conductas 
son delito para la legislación y los Jueces uruguayos. El intento de violación del joven haitiano sería un 
delito perseguible por la justicia uruguaya. No es un delito militar porque está previsto por el Código 
Penal común. En ese caso queda desplazada la jurisdicción militar como resulta del final del artículo 
22.2 que acabamos de considerar, cuando dice: “Se entiende por delito militar aquel que vulnera 
exclusivamente normas contenidas en el ordenamiento penal militar”. Un delito sexual no es un delito 
que vulnere exclusivamente normas contenidas en el ordenamiento penal militar suponiendo que ese 
ordenamiento contemple esa conducta. La violación es considerada delito en el Código Penal común; 
por lo tanto es competente a la justicia uruguaya por el artículo 10, numeral 4 del Código Penal, y a la 
jurisdicción común por el artículo 22.2 del Código del Proceso Penal que estamos considerando. 


Esto fue lo que pasó porque esos muchachos terminaron declarando en los Juzgados de la 
calle Misiones. Todo funcionó correctamente y nada de lo que estamos considerando alteraría ese 
curso normal y legal de las cosas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Doy por sentado que esto no alteraría el curso de las cosas. Solo estaba 
preguntando por qué en algunos casos se expide la Justicia Militar además de la Civil. Me parece 
perfecto que se expida la Justicia Civil, pero desconozco por qué hay dictámenes de la Justicia Militar. 
¿Por qué hubo un dictamen de la Justicia Militar en el caso del joven haitiano? ¿Por qué hubo un 
dictamen de la Justicia Militar además del de la Justicia Civil? Creo que con esta norma lo que 
Suprema Corte de Justicia decida vale de arriba para abajo aunque el artículo 41 de este proyecto que 
estamos analizando me tranquiliza respecto de cualquier contienda de jurisdicción. Como esta es una 
jurisdicción especial y es la única que creamos en este Código del Proceso Penal, me gustaría saber 
de qué se trata y cuáles son sus límites. Es una preocupación que evacuaré leyendo el Código Penal 
Militar, pero conozco por lo menos dos situaciones en las cuales actuó la Justicia Militar. Me pregunto 
por qué actuó la Justicia Militar en el caso del joven haitiano. Evidentemente si el delito de violación no 
figura en el Código Penal Militar habrá algún delito que fuera imputable a estos soldados de la misma 
manera que cuando se ahogó el alférez por estar en un entrenamiento especialmente exigente. En 
este caso actuó la Justicia Militar que lo declaró un accidente y, luego, la Justicia Civil que proceso sin 
prisión a los tres instructores. Son dos casos que conozco; quizá existan más. 


SEÑOR DA ROSA.- Se trata de dos Códigos diferentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Son dos Códigos diferentes pero como se trata de una jurisdicción especial y 
en lo personal nunca vi el Código Penal Militar, me ocuparé de leerlo. 


SEÑOR PASQUET.- Se puede haber cometido algún delito específicamente militar y solo militar al 
mismo tiempo que se cometió otro delito común, o sea, a la vez delito común y militar y por eso se 
juzgó por la jurisdicción común. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso era, justamente, lo que preguntaba: si el juzgamiento a los militares 
haitianos respondió a que estaban en una zona de guerra o a que habían violado el Código Penal 
Militar. No sé cuál de las dos cosas operó para llevarlos a la Justicia Militar o si Esta actúa por defecto; 
estudiaré el tema. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si bien ya fue dicho, quiero reafirmar que una conducta puede 
calificar como delito militar sin ser un delito previsto en el Código Penal. 


SEÑOR PASQUET.- Es el caso de la deserción, que es solamente un delito militar. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Exactamente, en esa hipótesis no constituye un delito civil. 
SEÑORA PRESIDENTA.- En fin, me encargaré de estudiar el Código Penal Militar. 


Advierto que son las doce menos cinco y consulto a los demás integrantes de la Comisión 
hasta qué hora desean sesionar. En cualquier caso, a la hora 12 y 30 minutos debo levantar la sesión, 
sí o sí. ¿Quieren seguir media hora más? 


(Apoyados.) 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Antes de levantar la sesión me gustaría hacer un comentario sobre 
la pertinencia de tratar un proyecto de ley presentado por el Senador Amorín, por el cual se modifica el 
inciso final del artículo N* 380.8, en redacción dada por la Ley N* 19.090 de 14 de junio de 2013, del 
Código General del Proceso. Pienso que deberíamos discutirlo para evitar que la Comisión llegue 
tarde. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todos modos, tenemos treinta minutos más de trabajo. 


SEÑOR PASQUET.- Salvo que se invoquen razones de urgencia muy específicas que no conozco - 
confieso que aún no he leído el proyecto de ley presentado por el señor Senador Amorín-, creo que 
deberíamos ajustarnos al plan de trabajo y dedicar esta sesión exclusivamente a la consideración del 
proyecto de ley de reforma del Código de Proceso Penal. El martes, con mucho gusto, veremos si 
corresponde priorizar el tratamiento de la iniciativa del señor Senador Amorín por sobre otras muchas 
que esperan para ser analizadas por esta Comisión. Por ejemplo, recuerdo una sobre reglamentación 
del juicio político que presentó el señor Senador Da Rosa, respecto a lo cual tendremos que ponernos 
a punto dadas las circunstancias venideras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador López Goldaracena señala que habría cierta urgencia, por 
el tema de los embargos, en considerar la iniciativa presentada por el señor Senador Amorín. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No he analizado el proyecto de ley, pero sé que refiere a una 
modificación en el alcance del procedimiento para trabar embargos a cuentas bancarias. Esto es 
importante dado que estaría entrando en vigencia el Código General del Proceso. Por lo que he visto 
en la Exposición de Motivos, el proyecto plantea el caso de las cuentas bancarias donde se depositan 
los salarios de los trabajadores, por lo que creo que sería pertinente su consideración. No he leído la 
propuesta, más allá de una lectura transversal en el curso de la sesión de la Comisión; no conozco el 
proyecto. 


Podríamos analizarlo ahora o dejarlo para la próxima sesión, pero habría que resolverlo 
rápidamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría me sugiere que se incorpore el tema en el Orden del Día de la 
sesión del próximo martes, de manera de darle un tratamiento informativo y ver su urgencia. Informo a 
los señores Senadores que no voy a poder asistir a la próxima reunión. 


SEÑOR DA ROSA.- Siendo coherentes con el planteo del señor Senador Pasquet, debería incluirse el 
tema dentro de la agenda de proyectos a ser tratados por la Comisión y, en todo caso, en la próxima 
sesión discutir sobre su urgencia o no. Es decir que la Comisión se expida si entiende que es urgente 
el tema y responde a una problemática planteada con premura o si no lo entiende así pasará a integrar 
la lista de asuntos pendientes de tratamiento. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Hago acuerdo con ese planteo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, incluimos en el primer lugar del Orden del Día la discusión sobre 
la inclusión de este tema dentro de la agenda de proyectos a consideración y la necesidad de su 
tratamiento urgente. 


Ahora pasamos a la Sección ll, De la competencia por razón de la materia y del grado. 
Léase el artículo 23. 
(Se lee:) 


“Artículo 23. (Competencia de la Suprema Corte de Justicia en materia penal).- La Suprema 
Corte de Justicia conoce: 


23.1.- En única instancia, en los casos previstos en la Constitución Nacional. 
23.2.- En los recursos de casación y revisión. 


23.3.- En consulta, respecto de aquellas causas en las que no hubiere existido apelación y en ejercicio 
de la superintendencia correctiva, administrativa y disciplinaria de la Suprema Corte de Justicia, sin que 
por ello se pueda afectar la independencia técnica de los Magistrados actuantes. 


23.4.- En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, le asignen competencia”. 
-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo siguiente. 
Léase el artículo 24. 
(Se lee:) 


“Artículo 24. (Tribunales de Apelaciones en lo Penal).- Los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal, conocen en segunda instancia de las apelaciones deducidas contra las sentencias dictadas por 
los Jueces Letrados en lo Penal y los Jueces Letrados de Ejecución y Vigilancia”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece que sería preferible tener en cuenta el elenco de los tribunales 
competentes en materia penal del artículo 18 analizado hace unos instantes. Debería expresarse que 
los Tribunales de Apelaciones en lo Penal conocen en segunda instancia de las apelaciones deducidas 
contra las sentencias dictadas por los Jueces Letrados en lo Penal, los Jueces Letrados del interior con 
competencia en materia penal y los Jueces Letrados de Ejecución y Vigilancia. Entonces, se agregaría 
la referencia a los Jueces Letrados del interior con competencia en materia penal, tal como está 
previsto en el artículo 18. 


SEÑOR DA ROSA.- Concuerdo con esa apreciación que hace el señor Senador Pasquet porque, 
además, se remite al artículo que establece cuáles son específicamente los tribunales con competencia 
en materia penal. Es más, lo había pensado pero no lo quise plantear por aquello de que los del interior 
siempre pretenden una legislación propia. Concuerdo absolutamente con lo que expresó el señor 
Senador Pasquet, en el sentido de que debe haber una referencia a los órganos jurisdiccionales 
definidos en el artículo 18. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con lo que se plantea. Creo que la norma los 
contemplaba porque hablaba de Juzgados Letrados en lo Penal; no se estaba refiriendo a cada tipo de 
Juzgado. Debería decir: Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, o sea, agregar el nombre 
de cada uno de los Juzgados. Me refiero a copiar el artículo 18 en relación con el caso, pero tal cual 
estaba redactado, porque al hablar de Juzgados Letrados en lo Penal incluía al Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Montevideo y al Juzgado Letrado del interior con compentencia en lo 
penal. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece bien tomar la redacción del artículo 18. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiere decir que se sustituye “Juzgados Letrados en lo Penal” por 
“Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal” y “Juzgados Letrados de Primera Instancia en el 
interior con competencia en materia penal”. 


SEÑOR PASQUET.- Exacto. 

SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué sucede con los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz? 
SEÑOR PASQUET.- Nada, porque los Tribunales de Apelaciones no conocen esas cosas. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARECENA.- Sería solamente la referencia a esos dos Juzgados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se cambia “Juzgados Letrados en lo Penal” por su denominación 
específica de acuerdo al artículo 18. 


Léase el artículo 25. 
(Se lee:) 
“Artículo 25. (Jueces Letrados de Primera Instancia).- 


25.1- Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal y los Jueces Letrados de 
Primera Instancia del Interior conocen: 


a) En primera instancia, en todas las cuestiones formales y sustanciales que se planteen en el proceso 
por crímenes y delitos, desde la indagatoria preliminar hasta que la sentencia definitiva o interlocutoria 
con fuerza de definitiva quede ejecutoriada, conforme a las disposiciones de este Código. 


b) En segunda instancia, de las apelaciones deducidas contra las sentencias definitivas dictadas por 
los Juzgados de Faltas y de Paz del Interior en materia de faltas. 


c) En los casos en que la Ley N* 9.581 de 8 agosto de 1936 establece la intervención judicial. 


25.2.- Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal de la Capital conocen además, en el 
proceso de extradición”. 


-En consideración. 


El señor Senador López Goldaracena nos pregunta cuál es la Ley N? 9.581. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No quería que quedara constancia en la versión taquigráfica mi 
desconocimiento de esta norma, pero debo reconocer que no lo recordaba. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se pueden recordar todas las leyes por los números? ¡No lo creo! 
SEÑOR PASQUET.- Es la ley por la que se organiza la asistencia a psicópatas. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entregamos una copia de la ley al señor Senador Goldaracena. 


SEÑOR PASQUET.- Desde que se tuvo la desdichada idea de hacer del proceso por faltas un proceso 
de instancia única, el literal b) está de más. Habría que suprimirlo y que el literal c) pase a ser b). 


SEÑOR DA ROSA..- Para ser coherentes con la Ley de Faltas. 
SEÑOR PASQUET.- Sí, con el desatino anterior. Habría que corregirlo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se elimina pues el literal b). 


Desde que tenemos audiencia única, ya se han hecho los primeros procesamientos con la 
flamante Ley de Faltas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer una reflexión con respecto a este artículo. 


Cuando pregunté cuál era la Ley N* 9.581 era porque en realidad no lo recordaba, pero al 
mismo tiempo no sé si existen otras normas que otorguen competencia a los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia en materia Penal para otras cuestiones específicas. 


Quiero reflexionar sobre algunos problemas que se han presentado en el ejercicio profesional. 
Por ejemplo, si una persona advierte que en su entorno convive con alguien que podría ser incapaz 
pero nadie lo declara incapaz; en ese caso, no hay ningún procedimiento judicial en materia civil ni de 
familia para tramitar una incapacidad. Estoy hablando de que la gente del entorno -vecinos, por 
ejemplo- considera que esa persona, por sus hábitos y su forma de proceder en comunidad, está 
afectado por un problema, que puede ser o no de salud; no lo sabemos. ¿A qué Juzgado recurre? 
Aunque parezca mentira, se pueden presentar dudas sobre si debe recurrir al Juzgado de Familia o al 
Juzgado Penal. 


Tengo presente un caso en el que, al amparo del Código General del Proceso -no del Código 
Penal-, se procedió a hacer la denuncia de la situación de “insanía” -entre comillas-, prevista en el 
Código Civil si mal no recuerdo, por la incapacidad. Hay que tener en cuenta que no es lo mismo la 
insanía que la incapacidad. En base a una posible situación de insanía de la persona, se presentó ante 
la Justicia Civil para que indagara si merecía o no iniciarse un procedimiento de incapacidad, dados los 
requisitos que preveía la Justicia Civil para denunciarla; todos sabemos que para denunciar una 
incapacidad hay que acreditar una serie de elementos. Pero estamos en el supuesto de que estos 
elementos no los tenemos, porque no sabemos si esa persona es o no incapaz; pero quiero cuidar su 
salud y está cometiendo actos que están atentando contra su propia salud. 


Estoy planteando una situación práctica, pero no para que lo resolvamos acá. Simplemente 
quiero decir que frente a esa situación se planteaba la posibilidad de recurrir ante la Justicia Penal o 
ante la Justicia Civil y de Familia. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que en ese caso tendría que aplicarse la ley N* 9.581, desde el momento en 
que la persona puede hacerse daño a sí misma o a terceros. Eso es lo que habilita la aplicación de la 


Ley del Psicópata, y es el Juez Penal el que tiene el poder para hacer que la persona sea conducida y 
sometida a un examen psiquiátrico por el Instituto Técnico Forense aunque no quiera hacerlo. La 
dificultad con la jurisdicción civil es cómo hacen si el pretendido incapaz no quiere ir, si no se somete a 
ninguna diligencia ni a ninguna medida. El Juez Penal eso lo resuelve en el acto porque tiene el poder 
para hacerlo ir y ahí por lo menos se tiene una visión inicial, un primer dictamen del ITF y, entonces, se 
verá cómo continúa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Sabe que en este caso que estaba planteando no se daba 
claramente esa situación? Se planteó en la Justicia Civil y, por medidas cautelares puestas de oficio, se 
pudo encauzar el tema. Me preguntaba esto porque, quizás, habría que dejar la misma redacción que 
figura en el artículo 23.4, que se refiere a las competencias de la Suprema Corte de Justicia: “En los 
demás casos en los que este Código o leyes especiales, le asignen competencia”. Es decir, no referir 
puntualmente a una situación. Pueden existir otras situaciones; no lo recuerdo. Podrían existir leyes 
que le asignen competencia que no sean las restrictivas previstas aquí. De todas formas, en principio 
no tengo inconveniente. Me parece que el artículo está bien. Es simplemente una reflexión que quería 
compartir. 


SEÑOR PASQUET.- Podríamos agregar un literal c) que repitiera el texto del artículo 23.4. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.-Estoy de acuerdo con el señor Senador Pasquet. 


La Ley N* 18.026 de Cooperación con la Corte Penal Internacional en Materia de Lucha 
contra el Genocidio, los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad le asigna competencia exclusiva a 
la Suprema Corte de Justicia para intervenir, por ejemplo, en procesos concretos. Este aspecto está 
comprendido en el artículo 23.4 y no es necesario citar esa ley. Si aplicamos este mismo criterio al 
artículo 25, quedaría subsanado el problema y comprendido este aspecto con el agregado que propone 
el señor Senador Pasquet. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 26. 
(Se lee:) 


“Artículo 26. (Jueces Letrados de Ejecución y Vigilancia).- Los Jueces Letrados de Ejecución 
y Vigilancia conocen en todas las cuestiones formales y sustanciales que se planteen a partir del 
momento que la sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva, resulten ejecutoriadas. 


Mientras no se designen los Jueces de Ejecución y Vigilancia en el interior del país, conocerán 
provisoriamente, los Jueces Letrados en lo Penal del lugar de cumplimiento de la condena.” 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una observación de redacción. En el inciso primero, donde se dice 
“a partir del momento que”, se debería expresar “a partir del momento en que”. 


Por otro lado, la expresión tradicional para hablar de la ejecutoriedad de la sentencia es “a 
partir del momento en que quede ejecutoriada”. No entiendo por qué se establece “resulten 
ejecutoriadas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El verbo es singular porque se refiere a “la sentencia”. Entonces 
cambiaríamos “resulten ejecutoriadas” por “quede ejecutoriada”. 


Si no hay más observaciones, pasamos a leer el siguiente artículo. 


Léase el artículo 27. 


(Se lee:) 


“Artículo 27. (Jueces de Faltas).- Los Jueces de Faltas conocen en las causas que se 
promuevan por faltas cometidas en el departamento de Montevideo.” 


-En consideración. 
Se supone que en las faltas que se cometen en el interior conocen los Jueces de Paz. 
Léase el artículo 28. 

(Se lee:) 


“Artículo 28. (Jueces de Paz del Interior).- Los Jueces de Paz del Interior conocen 
exclusivamente en materia de faltas penales, sin perjuicio de la competencia de urgencia. * 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que la expresión “exclusivamente” debe entenderse en relación a la materia 
penal, porque los Jueces de Paz también tienen competencias en lo civil. 


SEÑORA PRESIDENTA.-Es así, señor Senador, entienden también en otras cosas; entonces, hay que 
corregir la redacción y sacar el “exclusivamente” porque en este caso se quiere hacer referencia a las 
competencias de los Jueces de Paz del Interior en materia penal. 


SEÑOR DA ROSA.- Cuando se redactó la norma estaban tan metidos en el tema del proceso penal 
que agregaron la palabra “exclusivamente”, pero es obvio que los Jueces de Paz no solamente actúan 
en materia de faltas. 


SEÑOR PRESIDENTA.- Consulto a los señores Senadores si para todo este articulado no tendría que 
haber un título que dijera “De la competencia en materia de lo penal”. 


SEÑOR PASQUET.- En la Sección !l ya figura el título “De la competencia por razón de la materia y del 
grado”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ese título, consulto ¿no habría que agregar “de lo penal”, ya que ahí 
están las competencias de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de Apelaciones, de los Jueces, 
etcétera? Creo que la expresión “de la competencia por razón de la materia y del grado” está referida a 
lo penal y a otras competencias. 


SEÑOR PASQUET.- En este caso, se alude solo al proceso en materia penal. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene razón el señor Senador Pasquet, solo refiere al proceso penal. 


En definitiva, si los señores Senadores están de acuerdo, se saca la palabra 
“exclusivamente” del artículo 28. 


(Apoyados) 
-El artículo 27 está bien. 


Léase el artículo 29. 


(Se lee:) 


“Artículo 29. (Reglas subsidiarias).- Si no puede determinarse el órgano competente de 
acuerdo con las normas de los artículos anteriores, lo será el tribunal que haya prevenido en el 
conocimiento de los hechos y si ninguno previno, el del lugar en que se haya aprehendido al imputado”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo siguiente. 
Léase el artículo 30. 

(Se lee:) 


“Artículo 30. (Proceso de ejecución).- El Juez de Ejecución y Vigilancia del lugar donde se 
cumple la sentencia ejecutoriada, es el competente para conocer en este proceso.” 


-En consideración. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera hacer una reflexión, no plantear una modificación. 


Hay un problema que se ha generado en la práctica -que supongo se seguirá generando en 
el día de mañana- entre los establecimientos de reclusión en Montevideo y en San José, para ser 
puntuales. 


Muchas veces el cambio de lugar de reclusión determina un cambio de competencia de 
Juzgado. En la práctica, para el caso de un recluso que está cumpliendo una condena en Santiago 
Vázquez, el Juzgado competente en ejecución hoy es el Juzgado Letrado en Primera Instancia en lo 
Penal. En cambio, si se lo traslada al Penal de Libertad, el Juzgado competente pasa a ser el Juzgado 
Letrado de San José, generando todo un problema práctico para los operadores judiciales, tanto para 
los abogados como para las familias, cuya solución llega a veces por vías insólitas como, por ejemplo, 
llamando por teléfono al Juzgado para aceptar un cargo y no dejar a la persona indefensa, que durante 
todo el proceso ha sido defendida por un letrado. Generalmente, en situaciones de traslado, se 
pueden generar problemas. Además, se le da noticia al abogado defensor, pero resulta que este tiene 
que aceptar el nuevo Juzgado. 


Es toda una problemática práctica -simplemente es una reflexión- que está condicionada, 
diríamos, a lo metropolitano. Esto no sucede en otros departamentos; es un problema de la capital. Es 
un tema de Montevideo con el centro de reclusión del Penal de Libertad. Insisto, es un tema práctico. 


El principio legal es el correcto: el Juez, por el principio de inmediatez -previsto incluso en 
los primeros artículos del Código-, tiene que ser aquel que esté en el lugar de ejecución. 


Esto llama a otra reflexión. Esa división de Montevideo, San José y Canelones en materia de 
jurisdicción de tribunales por su ámbito territorial de competencia, cada vez resulta más absurda en 
materia civil, en materia penal y en materia de familia. Nosotros suspendimos el ejercicio profesional y 
en algunos casos renunciamos al patrocinio de casos cuando fuimos llamados para volver al Senado. 
Pero quiero comentar algo que es insólito: en un proceso penal en Las Piedras se pide la partida de 
nacimiento para fijar el turno de un juzgado, porque eso es lo que dice la ley, cuando cruzando el 
puente basta ir a la oficina de turno para que se haga por sorteo. Estoy hablando de procesos que no 
tienen nada que ver con el nacimiento, porque se trataba de un reconocimiento de unión concubinaria y 
lo último que se le puede ocurrir a una persona es que deba llevar su partida de nacimiento. Hago esta 
reflexión para que por la vía del absurdo pensemos que desde el punto de vista formal, legal y hasta 
sustancial es correcta la disposición desde el ángulo práctico. Creo que tenemos tiempo de pensar en 
estos aspectos mientras dure el proceso de discusión aquí en la Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- De repente habría que pensar en algún inciso segundo de este artículo 30 que 
prevea expresamente lo que pasa si cambia el lugar de cumplimiento de la condena por un tiempo 
prolongado, y aclaro que no me refiero al cambio de urgencia que pueda deberse a una circunstancia 
excepcional, sino al cambio con cierta permanencia. Se puede disponer que en ese caso cambiará 
también el Juez de Ejecución y deberán hacerse las comunicaciones correspondientes, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo que cuando estábamos tratando lo relativo a la adopción tuvimos 
una extensa discusión sobre el lugar del proceso y acerca de si debía tenerse en cuenta a la familia del 
adoptado o a la del adoptante para facilitar la comparecencia de las partes. La discusión se centró en 
efectos prácticos y, en realidad, creo que estos son muy importantes para el cumplimiento de las leyes. 
Me parece que está bien estudiar esta preocupación del señor Senador López Goldaracena y la 
posibilidad de incluir un segundo inciso en el artículo 30, así como también tener en cuenta los 
aspectos prácticos, repito, porque se supone que tratamos de ir hacia procedimientos que sean ágiles 
y eficientes, fundamentalmente, porque la comparecencia de todas las partes va a estar fuertemente 
determinada por esta reforma. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que con este proyecto de Código que estamos tratando, al crearse esta 
nueva categoría de Jueces, que son específicamente competentes para las instancias posteriores a la 
sentencia ejecutoriada, el problema se está acotando bastante, porque ya no se trata de un Juez que, 
tal como ocurre hoy, conoce todo el desarrollo del proceso, sino que va a haber Jueces cuya 
competencia va a estar referida a las instancias posteriores a la ejecución de la sentencia que quedó 
ejecutoriada. 


Por otro lado, creo que decir que el Juez de Ejecución y Vigilancia del lugar donde se cumple 
la sentencia ejecutoriada es el competente para conocer en este proceso, de alguna manera ya está 
resolviendo el problema porque si ese preso deja de estar en un establecimiento de reclusión en 
Montevideo y pasa al penal de Libertad, es obvio que al cambiar el lugar de reclusión, de acuerdo a la 
norma, automáticamente cambia la competencia del Juez, porque ya no está cumpliendo la pena de 
reclusión en un establecimiento ubicado en la capital sino en uno que se encuentra en San José. 
Quiere decir que automáticamente, de acuerdo con lo que establece la norma, será competente el Juez 
de Ejecución y Vigilancia del lugar donde se cumple la sentencia. 


SEÑOR PASQUET.- El problema está en el vocablo “automáticamente”. Si, por ejemplo, a un individuo 
que está preso en Santiago Vázquez y se produce un motín, un incendio o lo que fuere y como hay que 
ubicar a algunos reclusos en otros lugares, lo llevan, por ejemplo, a Rivera o a Maldonado. Quiere decir 
que va a estar cumpliendo su pena en otro lugar. Pregunto: ¿cambió el Juez competente porque al 
individuo lo trasladaron en esa situación de emergencia? Lo planteo porque de repente, a los quince, 
veinte o cuarenta y cinco días vuelve a Santiago Vázquez, y me parece que en ese caso no se 
justificaría el cambio. Inclusive habría que pasar el expediente al otro Juzgado, con todo lo que 
demoran los traslados en el Poder Judicial. 


Supongamos que el individuo está cumpliendo su condena en Montevideo, pero la mujer 
consiguió trabajo en Colonia, se mudó y al cabo de un tiempo esta persona pide que lo trasladen a la 
cárcel de Colonia, a Piedra de los Indios, porque estará más cerca de su pareja. Es algo que en la 
práctica sucede y en ese caso, como es un cambio definitivo, sí tiene sentido que cambie también el 
Juzgado de Ejecución competente. Digamos que, en lenguaje civil -no penal-, sería un cambio de 
residencia con ánimo de permanecer, pero eso tendríamos que preverlo. Es decir que habría que ver a 
partir de cuándo o con qué criterios se produce el desplazamiento de la competencia. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Está siendo muy rico el aporte de ideas. Coincido con el señor 
Senador Da Rosa en cuanto a que con la nueva atribución de competencia el tema queda más 
acotado, pero también con el señor Senador Pasquet en el sentido de que puede haber situaciones 
extraordinarias. Si uno sigue pensando en la casuística, verá que se pueden dar casos de traslados 
que no se deban a catástrofes sino, por ejemplo, para proteger testigos hasta de problemas dentro del 
establecimiento carcelario. En esos casos se les traslada sin ningún motivo aparente, sino para 
proteger a esa persona y no se sabe si ese traslado será transitorio o definitivo. Es más, no se expone 
el motivo del traslado porque se debe, por supuesto, a razones de seguridad y muchas veces ha 
intervenido el Comisionado Parlamentario. En definitiva hay temas prácticos. Hubo un caso en el que 


me tocó intervenir hace unos años. Tenía en trámite un pedido de libertad anticipada y me encontré con 
un traslado por lo que, si no apelaba a la buena voluntad del Juez competente de inmediato para que 
siguiera entendiendo en ese caso, se ¡ba a trancar lo que era inminente que era la libertad, porque se 
cumplían todos los requisitos. 


Me parece que sería bueno dejar este artículo a un costado para reflexionar un poco más y 
ver si encontramos alguna fórmula que pueda contemplar la casuística. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a concluir la reunión del día de hoy. Para el Orden del Día del 
próximo martes quedaría en primer lugar -les recuerdo que no voy a estar presente- la consideración 
de la urgencia del proyecto de ley presentado por el señor Senador Amorín, a propuesta del señor 
Senador López Goldaracena, y continuar trabajando a partir de la Sección lIl, De la competencia por 
razón de tiempo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora y 12 y 33 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


